En el Senado

El 13 de mayo ingresó el expediente en el Senado de la Nación con el número CD12/04. Pero además varios senadores han presentado proyectos individuales para otorgarle jerarquía constitucional a la Convención.

Ellos son: Lilia Arancio de Beller (Jujuy, Frente Cívico) S-1187-04; Miriam Curletti (Chaco, UCR) S-1380-04 (reitera el presentado en 2002); Eduardo Menem (La Rioja, PJ) S-347-04; María Perceval (Mendoza, PJ) S-39-04; Luis Falco (Río Negro, UCR) S-1932-03. 

HIGHTON SE NEGÓ A RESPONDER
Su silencio no alcanzó para ocultar su relativismo moral y positivismo jurídico
Se celebró hoy, en el Senado de la Nación, la audiencia pública prevista para que Elena Highton de Nolasco, candidata a integrar la Corte Suprema de Justicia de la Nación, responda las preguntas de sus impugnantes. 

La mayoría de las objeciones se fundaron en las expresiones vertidas en La salud, la vida y la muerte. Un problema ético jurídico: el difuso límite entre el daño y el beneficio a la persona, pero la Dra. Highton se amparó en una respuesta prefabricada, aventurando temerariamente que los impugnantes “no han leído el trabajo, que sólo tiene 48 hojas” y que “han tomado dos frases y las sacaron de contexto”.

Refiriéndose a las cuestiones bioéticas abordadas en el trabajo cuestionado, la magistrada sostuvo que “no hay fórmulas definitivas” ya que mudan con la legislación y que “los sistemas de valores varían en el tiempo y en el espacio”. 

Según Highton, el artículo no guarda relación con la legislación -anterior o posterior a la reforma constitucional del 94- y podría volver a escribirlo ahora.

Al preguntársele ¿Ud. entiende que es niño todo ser humano desde el momento de su concepción?, distinguió entre niño y persona, afirmando que el Código Civil lo denomina “persona” -subordinándolo al nacimiento con vida- y que como “persona” por nacer le garantiza protección. 


Reiteró que ella se sujeta a lo que dice la ley, negándose, sistemáticamente, a dar a conocer “su opinión personal interna”, para no exponerse a ser recusada el día de mañana. Sobre las leyes que reconocen las uniones homosexuales se limitó a contestar: “la Ciudad de Buenos Aires las incluyó, hay que ver si el parlamento decide modificar la legislación al respecto”.

Cuando la senadora Escudero le preguntó si el credo de un juez influye en sus fallos respondió que “el juez falla conforme a derecho, no a su credo” y que “los elementos morales se toman de la cultura, no del credo”. 

A pesar de que la senadora Negre pidió aclaraciones sobre dos párrafos de su artículo que comienzan con la expresión “por nuestra parte, consideramos”, siguió afirmando que nunca sentó postura, que sólo mostró “conflictos de intereses”. Aclarando que en el tema del aborto hay tres intereses en conflicto: los de la madre, los de la persona por nacer y los de la sociedad.

Después de más de tres horas de audiencia los impugnantes se fueron sin obtener una sola respuesta a cuestiones fundamentales, pero el silencio que se impuso la candidata no alcanzó para ocultar su relativismo moral y positivismo jurídico. Transcribimos algunas de las preguntas formuladas por la Universidad Católica de la Plata y la Asociación Profamilia que la magistrada se negó a responder, reiterando, en cada caso, que no iba a dar opiniones personales.


RECHACE LA RATIFICACIÓN DEL PROTOCOLO DEL CEDAW
Como informamos (Notivida nº 219), sigue en el Congreso Nacional la presión del Poder Ejecutivo para que se ratifique el Protocolo Facultativo del CEDAW.

En el Senado la Comisión de Relaciones Exteriores estudia los pedidos de ratificación del Protocolo de Vilma Ibarra (Alianza, Ciudad de Buenos Aires) (Proyecto nº 84-S-04), Marita Perceval (PJ, Mendoza) (Proy. nº 32-S-04) y Diana Conti (Frepaso, Pcia de Bs. As.) (Proy. nº 1029-S-03). En la Cámara de Diputados avanza el de Marcela Rodríguez, (ARI, Pcia. de Buenos Aires), (Proy. nº 431-D-04). El gobierno desea presentarse ante el Comité de Seguimiento de la Convención de Eliminación de toda forma de Discriminación en contra de la Mujer (CEDAW), con “los deberes cumplidos”. 

Argentina fue examinada por el Comité del CEDAW por última vez el 16 de agosto de 2002, y le tocaba volver a rendir cuentas en el 2006; pero debe presentarse a otra evaluación, que se califica oficialmente como una continuación de la del 2002, dentro de dos meses, en la sesión 31 del Comité, (Nueva York, 6 al 23 de julio 2004).

El Comité en el año 2002, señaló como primer punto de preocupación la demora en la ratificación del Protocolo Facultativo.

Para este año, este punto también figura en primer lugar en el “informe sombra” o "contrainforme"; informe paralelo que orienta las recomendaciones del Comité y que presentaron en New York, en enero pasado, organizaciones no gubernamentales abortistas.

Para rechazar la ratificación del Protocolo Facultativo ingrese en http://www.notivida.com.ar/emails/Alerta-CEDAW.html
Delegación abortista del gobierno abortista

Las ONG’s abortistas y neomarxistas que elaboraron el contrainforme presentado ante el Comité del CEDAW son: la Asociación de Especialistas Universitarias en Estudios de las Mujeres -ADEUEM-, Asociación Ciudadana por los Derechos Humanos -ACDH-, CELS, CLADEM Argentina, Fundación para Estudio -FEIM-, Feministas en Acción, Instituto Social y Político de la Mujer -ISPM- y Mujeres en Acción.

Recordamos que, lamentablemente, y como es lógico tratándose de un gobierno abortista, estas organizaciones integraron la delegación oficial argentina a la reunión de la CEPAL, celebrada en

 Santiago de Chile, el 10 y 11 de marzo pasado, en la que Argentina ni siquiera mencionó las reservas sobre el derecho a la vida, hechas al documento de la Conferencia de El Cairo (1994), que responden al texto de la Constitución Nacional. (Vid. Noticias Globales 628 y 629)

La delegación oficial que en marzo fue a Santiago la integraron: 

Juliana Di Tullio, Ministerio de Relaciones Exteriores; Graciela Zulema Rosso, Ministerio de Salud; Mabel Bianco, FEIM; Noemí Aumedes y Ester Nani, Mujeres en Acción; Susana Checa, Foro de Derechos Reproductivos; Belki Karlen, Feministas en Acción; Silvia Julia, Católicas por el Derecho a Decidir; Cristina Zurutuza, CLADEM-Argentina; Cecilia Lipszyc, ADEUEM; María José Lubertino y Romina Ojagman, ISPM; Alejandra Domínguez, SEAP; Cecilia Correa, Proyecto Jóvenes del FEIM. 

CLONACIÓN: EL GOBIERNO CAMBIA DE BANDO
El 8 de marzo pasado el Comité de Ética en la Ciencia y la Tecnología (CECTE), dependiente del Ministerio de Educación que encabeza Daniel Filmus, concluyó su “Informe y Recomendaciones sobre Clonación Humana”, que presentó a la prensa el 3 de mayo.

El CECTE respondió de este modo al pedido del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto que le solicitó la evaluación del “Proyecto de Convención Internacional para prohibir la clonación humana en todas sus formas”, promovido por Costa Rica en Naciones Unidas. 

En su informe, el Comité reprobó la clonación reproductiva y apoyó la clonación terapéutica, instando al gobierno nacional a que cambie la posición sostenida por Argentina en el 2001 cuando patrocinó, junto al Vaticano, EE.UU. y otros países, la propuesta de Costa Rica. (El cambio de postura de Argentina en la ONU sobre este tema fue anunciado en marzo por el canciller Rafael Bielsa luego de su visita al Vaticano, vid. Clarín 15-03-04).

La recomendación se funda en que en la clonación terapéutica “el blastocisto clonado nunca se implanta en el útero”. Señala el informe que “un embrión desarrollado in vitro (independientemente de la técnica utilizada), no puede completar su desarrollo a menos que sea reintroducido en el útero de una madre”. Añaden los científicos que “hasta ese momento posee toda la información genética, pero carece de las condiciones ambientales para proseguir su desarrollo”; por lo que concluyen que es sólo un ser humano en potencia, porque “sólo la implantación exitosa del embrión en el útero puede aportar la información ambiental y permitir que el embrión despliegue su potencialidad para convertirse en un ser humano”. 

Recordemos que la identidad del ser humano permanece en el tiempo a pesar de los cambios biológicos, y es la misma en el inicio y en el ocaso de la vida. El ser humano va actualizando a lo largo de su desarrollo sus capacidades potenciales. Lo que está en potencia en la etapa embrionaria –antes y después de la implantación- es la plenitud del ser humano, no el ser humano. El Comité comete un gravísimo error: confunde a un ser humano actual -potencialmente desarrollado en plenitud- con un ser humano en potencia. Antes de la implantación hay potencialidades accidentales, no sustanciales. La forma sustancial que define al ser humano, ya está -toda entera- antes de la anidación y no varía con ésta, como no varía en el parto, momento en el que cambia –aún más- la “información ambiental”. 

La definición, además, va más allá del tema de la clonación terapéutica que “es moralmente inaceptable”, tal como señalara el Santo Padre, el 29 de agosto del 2000, en su discurso a los participantes en el XVIII Congreso Internacional de la Sociedad de Trasplantes. Considerar a la persona humana durante los primeros días de su gestación y hasta tanto se produzca la implantación en el útero materno, como un ser humano “potencial”, da pie para justificar todos los crímenes que pueden cometerse en esa etapa del desarrollo: eliminación de embriones producidos por fecundación artificial, la utilización de abortivos con efecto anti-implantatorio, etc.

Con respecto a la distinción entre clonación reproductiva y clonación terapéutica que plantean los países que no apoyan la propuesta de Costa Rica, la Santa Sede ha declarado: “Un embrión clonado, que no está destinado a ser implantado en un seno, sino que es creado con el único objetivo de la extracción de sus células y de otros materiales, está destinado a la destrucción programada. (...) Una de las misiones fundamentales de las Naciones Unidas es defender los derechos de todos los seres humanos. Si las Naciones Unidas prohibiesen la clonación reproductiva sin prohibir la clonación con fines de investigación, este organismo estaría implicado por primera vez en la legitimación de algo increíble: la creación de seres humanos para el expreso propósito de destruirlos” (Discurso pronunciado por el arzobispo Celestino Migliore, observador permanente de la Santa Sede ante las Naciones Unidas, New York, 21-10-03).

Integrantes del CECTE

Roberto FERNÁNDEZ PRINI, químico, profesor, investigador del CONICET, Director del INQUIMAE, Facultad de Ciencias Exactas y Naturales, Universidad de Buenos Aires (UBA).

Samuel FINKIELMAN, médico, profesor consulto, investigador del CONICET, Director de la Unidad Hospitalaria Instituto de Investigaciones Médicas "Alfredo Lanari", UBA.

Stella M. GONZÁLEZ CAPPA, médica, especialista en parasitología, profesora e investigadora del CONICET, Facultad de Medicina, UBA.

Noé JITRIK, escritor y crítico, Director del Instituto de Literatura Latinoamericana, investigador del CONICET, Facultad de Filosofía y Letras, UBA.

Aída KEMELMAJER de CARLUCCI, Doctora en Derecho, profesora de la Universidad de Mendoza y de la Universidad Nacional de Cuyo, miembro de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires y correspondiente de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba. Ministro de la Suprema Corte de Justicia de Mendoza.

Alberto R. KORNBLIHTT, biólogo, profesor e investigador del CONICET, Laboratorio de Fisiologia y Biología Molecular, Facultad de Ciencias Exactas y Naturales, UBA.

Ernesto E. MAQUEDA, físico, investigador del CONICET, Comisión Nacional de Energía Atómica.

Eduardo H. RAPOPORT (desde diciembre de 2003), ecólogo, Doctor en Ciencias Naturales, Investigador Superior del CONICET, profesor emérito, Director del Laboratorio Ecotono, U.N. Comahue.

Fernando O. ULLOA, médico, psicoanalista, profesor honorario, UBA.

Coordinadora:
Otilia VAINSTOK, socióloga, profesora Centro de Estudios Avanzados, UBA, directora del Capítulo Sudamericano del Green Chemistry Institute.

EL SENADO PRESIONA A LOS JUECES QUE DEFIENDEN LA VIDA
El Senado de la Nación repudió, en el día de la fecha, la medida cautelar dictada, en mayo de 2003, por la Juez Federal de Córdoba Cristina Garzón de Lascano, en la querella iniciada por la Fundación 25 de marzo, por el carácter abortivo de los anticonceptivos hormonales y los DIU’s.
Los querellantes habían adjuntado pruebas -informe médico, farmacológico, bibliografía y prospectos- que acreditan el efecto abortivo de las drogas y dispositivos cuestionados, en cuanto modifican el endometrio, impidiendo de ese modo la implantación o anidación. 

Considerando pues, que existe una “posibilidad razonable” de que se produzcan abortos farmacológicos y que el orden jurídico vigente protege la vida desde la concepción; hasta tanto pronuncie sentencia, la jueza dictó la medida cautelar. Medida que el derecho permite y la prudencia exige, por estar en juego vidas humanas. 

Pero los senadores no actuaron con la misma prudencia, y sancionaron un proyecto de declaración que manifiesta la preocupación por lo dispuesto; desconociendo, una vez más, la división de poderes y la autonomía del Poder Judicial. 
Recordemos que para juzgar la conducta de los jueces –si cupiera- está el Consejo de la Magistratura. La declaración del Senado sobre una causa en trámite, tiene un efecto intimidatorio sobre el juez, que se ve presionado en una sentencia que aún tiene que dictar. Los senadores corrompen de este modo la administración de justicia. 
Los proyectos legislativos que originaron el repudio al fallo de Garzón de Lascano son:
Exp. Nº S-955-03. Autores: Elva Paz (PJ,Formosa), Ricardo Taffarel (UCR,E.Ríos), María Elisa Castro (PJ,Sgo.del Estero), Diana Conti (Frepaso,BsAs), Mirian Curletti (UCR,Chaco) y Raúl Ochoa (PJ,San luis)

Exp. Nº S-1090-03. Autor: Vilma Ibarra (Frente Grande,Cap.Fed.)
Ambos proyectos se unificaron en la Orden del Día Nº 357/04 que fue aprobada con el voto favorable de todos los senadores presentes en la sesión, con la sola excepción de la puntana Liliana Negre. FIN
ABORTO POR REINTERPRETACIÓN
Con trámite irregular, la Cámara de Diputados de la Nación dio media sanción, el 12 de mayo, al proyecto de ley que otorga jerarquía constitucional a la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará), aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, el 9 de junio de 1994.
El proyecto (Exp. 430-D-04, Orden del Día 235/04) fue presentado por la diputada del ARI Marcela Rodríguez (Pcia de Buenos Aires), que reprodujo un proyecto de su autoría cofirmado por: Mario Bonacina (Santiago del Estero), Oscar González (Córdoba), Laura Musa (Ciudad de Buenos Aires), María Ocaña (Pcia. de Buenos Aires), Alberto Piccinini (Santa Fe), Elsa Quiroz (Pcia. de Buenos Aires), Jorge Rivas (Pcia. de Buenos Aires) y Atilio Tazzioli (Córdoba). 

El expediente obtuvo el dictamen favorable de la Comisión de Familia, Mujer, Niñez, Adolescencia, que preside Silvia Martínez (PJ, Pcia. de Buenos Aires) y la de Asuntos Constitucionales, que preside José Adrián Pérez (ARI, Pcia. de Buenos Aires). 

En el tratamiento no se respetaron los plazos reglamentarios establecidos. Según consta en la Orden del Día, los diputados podían presentar observaciones hasta el 17 de mayo, sin embargo, a instancias del Partido Justicialista, fue incluido subrepticiamente en el plan de labor parlamentaria para que se tratara en el recinto el 12 de mayo.

Los únicos que se manifestaron en contra fueron Roberto Lix Klett (FR, Tucumán) y Federico Pinedo (Compromiso por el cambio, Ciudad de Buenos Aires). Ambos pidieron la vuelta a comisión del proyecto, sosteniendo que no estaban vencidos los plazos reglamentarios para que se puedan presentar las observaciones. Pidieron además el giro a otras comisiones afirmando que la iniciativa va en contra de principios constitucionales y altera el orden jurídico establecido por el código civil. No tuvieron éxito. Además, el presidente de la Cámara, Eduardo Camaño (PJ, Buenos Aires) pretendió en tono destemplado no dejarlos hablar en el recinto, argumentando un acuerdo inexistente, intentando que no quedara constancia de las objeciones.

 La Convención

El texto de la Convención incluye -entre otras cosas- los conceptos de “violencia de género”, de “violencia psicológica”, de “violencia doméstica”, etc., que han servido a los diversos comités del sistema de derechos humanos de la ONU a considerar como violencia a toda traba legal, familiar o social que impida el aborto en cualquier momento del embarazo. 

Al referirse a la reinterpretación o profundización de los derechos humanos, la diputada abortista Marcela Rodríguez, menciona, en los fundamentos del proyecto sancionado con apoyo del PJ, la “reconceptualización de los derechos humanos”.

Habitualmente esta reinterpretación de los derechos humanos lleva a considerar violencia doméstica a “la injerencia de terceros” en las “decisiones que afecten a los derechos reproductivos, incluso de las menores de edad”, es decir, se considera una violación de los derechos humanos, por ejemplo, si el marido se opone a la decisión de abortar de una mujer; o si los padres, en ejercicio de la patria potestad, intervienen para frenar los caprichos sexuales de sus hijos. 

Por otro lado, la convención otorga la capacidad de realizar denuncias o quejas ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a particulares u a ONG’s nacionales o internacionales, poniendo en cierta medida la legislación nacional a merced de esa Comisión. 
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